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León, Guanajuato, a 31 treinta y uno de mayo del año 2011, dos mil once. . . 
V I S T O para resolver el expediente número 143/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano CARLOS SANCHEZ SILVA, en contra del Tesorero Municipal, del notificador que practicó la notificación, del perito interno Juan Romero Rodríguez y del supervisor Adrián Barroso Gómez, todas del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que de un análisis de la demanda se concluye que la parte actora impugna los siguientes actos fiscales: el avalúo con folio 138904, que fija el nuevo valor fiscal del predio ubicado en calle Villa Santa Cruz, Manzana 9 nueve, Lote 23 veintitrés, de la Colonia Villas del Campestre, de esta Ciudad; y, los resultados del avalúo. La existencia de estos actos fiscales impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa; la del primero con el original del avalúo catastral número 138904, de fecha 24 veinticuatro de diciembre del año 2010, dos mil diez; y, la del segundo con copia al carbón del oficio folio número 0733463, del día 13 trece del mismo mes y año, suscrito por el Tesorero Municipal. 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a  instancia de  parte debe proceder al  análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Las autoridades demandas no hacen valer causal de improcedencia alguna y de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el primer concepto de impugnación del escrito inicial de demanda la actora en esencia aduce que la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en su Titulo Cuarto Capítulo I, habla de los impuestos en especial del impuesto predial, de la forma como se calculará y se cobrará, señala  en el artículo 163, fracción II, lo siguiente: “La base del Impuesto Predial será el valor fiscal de los inmuebles, el cual se determinará: II. Por avalúo practicado por peritos autorizados por la Tesorería Municipal; en tanto son valuados, el valor con que se encuentren registrados;”, indica el procedimiento que deberá seguir para realizar los avalúos que servirán de base para determinar el impuesto predial y uno de esos requisitos lo contempla el artículo 176 de la misma Ley, el que señala: “La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.” Situación que ha dejado de cumplirse en este caso y que le causa agravio, ya que no  se actuó conforme a la Ley, toda vez que no se apego a las formalidades establecidas por este artículo al existir o habérsele mostrado orden escrita por el Tesorero Municipal, en la que se ordene la práctica del avalúo, afectando su interés jurídico; sigue manifestando en el segundo concepto de impugnación en lo toral que le causa agravio el incumplimiento del artículo 177 de la citada Ley de Hacienda, ya que en ningún momento el perito se presentó en el inmueble y por lo anterior en ningún momento mostró la orden para realizar el avalúo, el que ahora se le notifica con la cédula recurrida, dejándolo en estado de indefensión, pues únicamente se recibió la notificación impugnada, por tanto, debe quedar sin efectos dicho avalúo por no estar apegado a derecho. En tanto que, el Tesorero Municipal, al contestar el primer concepto de agravio aduce en esencia que se emitió orden de avalúo con número de folio 138904-10, en la que se faculta a los peritos para la práctica del avalúo, además es imperativo legal la emisión de la orden de avalúo y la notificación de sus resultados, pero no así la notificación de la referida orden al particular; y, al contestar el segundo concepto de impugnación aduce en esencia que el avalúo fue realizado con base en lo establecido por el artículo 162, fracción IV de la mencionada Ley de Hacienda y que el artículo 177 referido por la parte actora no es aplicable cuando el avalúo se lleva cabo usando medios o técnicas fotogramétricas, por lo que no le causa agravio. . . .
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de lo siguiente: 

Estos conceptos de impugnación se analizarán de manera conjunta, en razón de que la argumentación lógica y jurídica expresada en los mismos, tiene relación entre sí. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, cabe precisar que no le  asiste la razón al Tesorero  Municipal al  sostener su  argumento en el sentido de que el avalúo no causa agravio a la actora, ya que el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, no es aplicable cuando el avalúo se lleva cabo usando medios o técnicas fotogramétricas, en virtud de que antes de ordenarse la práctica del avalúo bajo la modalidad de esos medios o técnicas, el Tesorero Municipal debe tener por acreditada mediante una acta circunstanciada la oposición de los ocupantes o poseedores del inmueble materia de la valuación, pues aún y cuando esté documentada esta circunstancia y con mayor razón cuando no lo esté, el Tesorero Municipal insoslayablemente está obligado a emitir la orden de valuación, en la que designe al perito o peritos autorizados para practicar el avalúo respectivo, quien a su vez, por disposición expresa del primer párrafo del citado artículo 177, se encuentra constreñido a presentarse en día y hora hábiles en el inmueble a valuar, lo anterior se concluye realizando una interpretación de los artículos 162 fracción IV y 177 párrafos segundo y tercero, de la citada Ley de Hacienda, preceptos que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 162.- La base del Impuesto Predial será el valor fiscal de los inmuebles, el cual se determinará:

I, II, III.-  . . . 

IV.- Por avalúo realizado por peritos autorizados por la Tesorería Municipal, usando medios o técnicas fotogramétricas.”
“Artículo 177.-  . . . 

Si los ocupantes se opusieran en cualquier forma a la inspección del perito designado para efectuar la valuación, éste lo hará constar en acta circunstanciada firmada por él y dos testigos e informará esa situación a la Tesorería Municipal para que se apliquen las sanciones correspondientes. 
En estos casos la valuación se hará con base en los elementos de que se disponga.”

En consecuencia, a fin de comprender y desentrañar el sentido y alcance de la fracción IV del artículo 162, frente a los párrafos segundo y tercero del artículo 177, de la invocada Ley de Hacienda, bajo la tesitura del método de interpretación sistemática deben analizarse estos dos preceptos legales en su conjunto y no en forma aislada cada numeral, por tal virtud, en primer lugar el Tesorero Municipal debe emitir la orden de valuación, designar en la misma al perito autorizado para practicar el avalúo; y, en segundo lugar, el perito debe realizar de manera personal una visita al inmueble y en su caso, hacer constar la oposición de cualquier tipo en el acta circunstanciada que al efecto se levante. Luego entonces, si el perito autorizado omitió esa formalidad, resulta evidente que en el procedimiento de valuación no se respetaron las formalidades exigidas por el artículo 177 de la multireferida Ley de Hacienda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aclarado lo anterior, es menester precisar que los artículo 176 y 177 de la  Ley de  Hacienda para los  Municipios del Estado de Guanajuato, contemplan las formalidades para la práctica de los avalúos, respecto de inmuebles ubicados en nuestra Entidad, contemplándose en consecuencia los del Municipio de León, Guanajuato, pues dichos numerales establecen: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 176.- La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto. 

Los resultados del avalúo y la determinación del impuesto deberán notificarse al contribuyente, quien tendrá un plazo de treinta días para realizar las aclaraciones que considere pertinentes. 

La valuación se hará separadamente para el terreno y para las construcciones y se formulará en las formas oficiales expedidas para tales efectos, aplicando los valores unitario del suelo y construcciones que establece anualmente la Ley de Ingresos para los Municipios del Estado.” 

“Artículo 177.- En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los  peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a los ocupantes la orden respectiva.

Si los ocupantes se opusieran en cualquier forma a la inspección del perito designado para efectuar la valuación, éste lo hará constar en acta circunstanciada firmada por él y dos testigos e informará esa situación a la Tesorería Municipal para que se apliquen las sanciones correspondientes.

En estos casos la valuación se hará con base en los elementos de que se disponga.”

De los numerales transcritos, se desprende que en la práctica de avalúos de 
inmuebles, de manera previa debe cumplir con los requisitos o formalidades siguientes: 1.- La emisión de una orden escrita por parte del Tesorero Municipal; 2.- La designación del perito o peritos para la práctica del avalúo; 3.- La notificación al contribuyente de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- La concesión de un plazo de 30 treinta días, al contribuyente para que formule aclaraciones; 5.- La valuación por separado del terreno y de las construcciones; 6.- La elaboración en las formas oficiales correspondientes; 7.- La aplicación de los valores unitarios del suelo y las construcciones que establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal correspondiente; y, 8.- La visita física del perito en hora y día hábiles al inmueble objeto de la valuación. 

Conforme a lo anterior, la orden de valuación y la visita física al inmueble materia de la valuación, son actos previos a la emisión del  avalúo que fija el valor fiscal, sin embargo, es el caso que en la especie el Tesorero Municipal no acreditó haber dado a conocer de manera previa la orden de valuación y que el perito practicó la visita física al inmueble materia de la valuación. Partiendo de la anterior premisa, el avalúo impugnado se practicó, sin agotar previamente el procedimiento de valuación; a mayor abundamiento, cabe precisar que por un lado, el Tesorero Municipal aportó al sumario la orden de valuación folio 138904-10, de fecha 16 dieciséis de noviembre del año 2010, dos mil diez, en la cual designa a los ciudadanos Alejandro Peña y Emmanuel Zúñiga, para que practicaran la visita física al inmueble materia de la valuación; pero, el avalúo aportado por el actor y que obra en el sumario, esta emitido por el perito interno Juan Romero Rodríguez, por tanto, las personas autorizadas para practicar la visita física al inmueble objeto de valuación y el perito que elaboró el avalúo no son las mismas y por otro lado, omitió exhibir el acta circunstanciada en la cual se hace constar la visita física al inmueble materia de la valuación, pues al inicio de la respectiva diligencia el perito debe hacer constar que mostró la orden de valuación al destinatario -ciudadano Carlos Sánchez Silva-, o en su caso, a los ocupantes del inmueble visitado, sin embargo, el Tesorero no justificó este hecho, pues no exhibió la diligencia respectiva. . . . . . . . 
En este sentido, el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, contempla las formalidades para llevar a cabo la visita física en el inmueble objeto de valuación; pues, conforme a lo estipulado por este numeral, debe exigirse al o los peritos autorizados en la orden de valuación que practiquen la visita física al inmueble objeto de valuación, con el fin de estar en posibilidades de actualizar su valor fiscal y fijar la base del impuesto predial, con absoluto respeto de las formalidades establecidas en dicha disposición legal, las que consisten en que el perito: a).- Se presente en el inmueble objeto de la valuación en hora y día hábiles; b).- Se identifique con la documentación correspondiente ante la persona que atienda la diligencia; c).- Muestre a los ocupantes la orden respectiva; y, d).- Levante un acta circunstanciada de la diligencia respectiva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, la diligencia relativa a la visita física al terreno objeto de la valuación que nos ocupa, debió haberse documentado por escrito, en un acta debidamente circunstanciada, asentando la hora, el día, mes y año, en que el o  los peritos se constituyeron personalmente en el bien inmueble, indicando el domicilio de su ubicación, que se identificaron ante la persona que los atiende, ya sea el propietario, su representante legal o quien se encontrare en el predio, o bien, en caso de no encontrarse ninguno de éstos, no existe impedimento para que se entienda la diligencia con el vecino más próximo e incluso de no estar presente el vecino, haciendo constar estas circunstancias no existe impedimento para levantar el acta de manera pormenorizada, esto con el fin de brindar seguridad jurídica al sujeto obligado al pago del impuesto predial, ya que se estima que la intención es en el sentido de que se conozca la situación y características actuales y reales del predio objeto de la valuación; sin embargo, en la especie, el Tesorero Municipal omitió exhibir el acta formal de la visita física al inmueble que nos ocupa, pues, en la parte inferior de la orden de valuación folio 138904-10, de fecha 16 dieciséis de noviembre del año 2010, dos mil diez, que obra en autos del sumario que se resuelve, no reúne las formalidades exigidas para la visita por el multireferido artículo 177. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, se concluye que el avalúo a debate como acto fiscal no reúne los elementos de validez establecidos en el artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elementos que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para incluir los actos emitidos por las autoridades fiscales; de esta forma, de acuerdo a lo señalado por la fracción VIII del referido artículo 137, el Tesorero Municipal al emitir el avalúo para actualizar el valor fiscal del predio que nos ocupa, esta constreñido a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, formalidades que no se cumplieron por parte del Tesorero Municipal, al no haber mostrado o dado a conocer de manera previa la orden de valuación y al no haber exhibido la diligencia o acta circunstanciada de la visita física al inmueble materia de la valuación; en consecuencia, el avalúo impugnado se practicó, sin agotar previamente las formalidades del procedimiento de valuación, vicio que origina la ilegalidad del avalúo  impugnado que fija el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, en la cantidad de $2’205,500.00 (dos millones, doscientos cinco mil, quinientos pesos 00/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por ende, el avaluó impugnado, afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 176 y 177  de la aludida Ley de Hacienda; por consecuencia, con fundamento en lo establecido en los artículos 300 fracción II y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de decretarse la nulidad lisa y llana del avalúo fiscal con el folio número 138904, de fecha 24 veinticuatro de noviembre del año 2010, dos mil diez, a través del cual se fija el valor fiscal al inmueble que nos ocupa y de su acto consecuente como lo es el oficio con folio número 0733463, de fecha 13 trece de diciembre del mismo año, suscrito por el Tesorero Municipal, mediante el cual al impetrante se le dan a conocer los resultados de referido avalúo. . . . . . . . .  . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en los conceptos de impugnación analizados en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en el capítulo respectivo de la demanda, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción VI, 262 fracción II, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. .  . . .  
SEGUNDO.- Se declara la  NULIDAD  LISA  Y LLANA del avalúo fiscal folio 
número 138904, de fecha 24 veinticuatro de noviembre del año 2010, dos mil diez,, a través del cual se fija el valor fiscal de $2’205,500.00 (dos millones, doscientos cinco mil, quinientos pesos 00/100 moneda nacional), al predio ubicado en calle Villa Santa Cruz, Manzana 9 nueve, Lote 23 veintitrés, de la Colonia Villas del Campestre, de esta Ciudad, registrado bajo el número de cuenta predial 01C006795001 y de sus actos consecuentes como lo son los resultados del avalúo que constan en el oficio folio número 0733463, de fecha 13 trece de diciembre del mismo año, suscrito por el Tesorero Municipal; por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalados en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa en forma legal con Secretario de Estudio y Cuenta, Licenciado RICARDO GONZÁLEZ BARRIENTOS, Actuario de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, en suplencia de la  titular, en términos del artículo 216-A, penúltimo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado  Guanajuato.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 31 DE MAYO DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 143/2011-JN.

